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PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CÁMARA DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE 
LEY
ARTÍCULO 1: Agréguese a continuación del inc. E del artículo 57 del Decreto-Ley 9650/80, el inciso F, que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 57, inc. F: Las prestaciones que se acuerden por la presente ley son inembargables, así como cada cuota del sueldo anual complementario, con la salvedad de las cuotas por alimentos y los créditos que se reclamaren en los juicios sustanciados ante los Tribunales del Trabajo”
ARTÍCULO 2: Agréguese como artículo 57 bis al decreto ley 9650/80 el siguiente:
“Art. 57 bis: Cuando fueren procedentes los embargos de acuerdo a las excepciones del inciso F del artículo anterior, aquellos se determinarán de la siguiente forma:

a) En el caso de haberes jubilatorios y pensiones cuyo monto no supere la jubilación mínima  establecido por el IPS, el embargo deberá fijarse de modo que permita la subsistencia del alimentante. 
b) Haberes jubilatorios y pensiones no superiores al doble de la Jubilación Mínima Vital mensual, hasta el diez por ciento (10%) del importe que excediere de este último.
c) Haberes jubilatorios y pensiones superiores al doble de la Jubilación Mínima vital mensual, hasta el veinte por ciento (20%) del importe que excediere de este último.
A los efectos de la determinación de los importes sujetos a embargo sólo se tendrán en cuenta las prestaciones en dinero por su importe neto.”

ARTÍCULO 3: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

[image: image2.png]Prorinesa o Busenes ies

Slanorable Cimara dv Difiutacos





FUNDAMENTOS

Señor Presidente:


La seguridad social se define como una función esencial del Estado, de una importancia tal que nos permite reconocer la existencia o no de un Estado de derecho democrático y social.
Desde el año 2003 el Gobierno Nacional lleva adelante una política de Seguridad Social basada en la solidaridad, la ampliación de derechos y la reparación de desigualdades.

Una de las acciones más importantes de la política de Seguridad Social fue la sanción de la Ley 26.425 en el año 2008 mediante la cual se puso fin a las Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensionados (AFJP), empresas privadas que se dedicaban a administrar los fondos generados por aportes jubilatorios de los trabajadores que habían optado por el régimen de capitalización individual durante los años ´90. De esta forma, mediante la iniciativa presentada por la Presidenta de la Nación, Cristina Fernández de Kirchner, se estatizaron los fondos que pasaron a ser administrados por la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES). 
A su vez, con el traspaso de los fondos de las AFJP al Sistema de Reparto se creó el Fondo de Garantía de Sustentabilidad, constituido para garantizar el pago de las jubilaciones y pensiones en casos de contingencias.

Otra de las medidas fue la sanción en 2008 de la Ley de Movilidad Jubilatoria (26.417), que supone la actualización de los haberes jubilatorios en los meses de marzo y septiembre de acuerdo a una fórmula preestablecida. Durante el año 2013 el incremento total de las jubilaciones alcanzó el 31,78%, lo que permitió que desde el momento de la aplicación de la Ley de Movilidad Jubilatoria los haberes provisionales se incrementaran un 259%. Con respecto a los jubilados, además se incorporaron 2,5 millones muchas de las cuales no tenían los aportes exigidos lo que transformó a nuestro país en el de mayor cobertura previsional de la región.     

Otra importante medida adoptó la Presidenta de la Nación a través del Decreto Nº 246/2011, por medio del que se estableció un límite máximo para el costo de los créditos otorgados a través de la operación del sistema de código de descuento (en haberes de jubilados y pensionados) a favor de terceras entidades que ya rige en ANSES.
Al realizar una comparación de la normativa de la Provincia de Buenos Aires con la nacional observamos que nuestros jubilados y pensionados están en inferiores condiciones legales frente a las mismas situaciones. 
La Ley Nacional de Jubilaciones y Pensiones 24.241, en su artículo 14º, al regular sobre estas prestaciones, establece que son “inembargables, con la salvedad de las cuotas por alimentos y litisexpensas”.
Es preciso poner fin a este desbalance entre los beneficiarios de jubilaciones o pensiones otorgadas por la ANSES y aquellos que perciben idénticos beneficios pero otorgados por el Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires (IPS), que de acuerdo a los datos brindados por el mismo organismo alcanzan la cifra de 260.000 beneficiarios.
Sin perjuicio de lo antes expuesto, tampoco debemos olvidarnos de aquellos otros sujetos que merecen un tratamiento jurídico diferencial y que pueden ver sus derechos vulnerados: los beneficiarios de alimentos y los trabajadores en relación de dependencia. Por esto es que se plantean las excepciones a la inembargabilidad en los casos que existan créditos derivados de estas relaciones. 

Asimismo, a fin de adaptar la ley a la realidad, se añade al articulado del Decreto-Ley 9650/80 que se pretende modificar la forma de determinación de los embargos en el caso de que estos fueran procedentes. Dado que no puede ponerse en un plano de igualdad ante estos créditos a una jubilación mínima y una jubilación de montos mayores, se establecen distintos puntos porcentuales de acuerdo al monto de la prestación y tomando como base siempre la jubilación o pensión mínima, que en la actualidad percibe aproximadamente el 21,5% de los beneficiarios del IPS.
En el mismo sentido, destacamos la labor de otras Provincias que han adaptado su legislación y equiparado la misma a la normativa nacional: Entre Ríos mediante la Ley 10.162 que modifica la Ley 9114 y también la Provincia de Córdoba.
Por lo antes expuesto, y conforme obligan los artículos 16° de la Constitución Nacional y 11° de nuestra Carta Magna Provincial en cuanto prescriben la igualdad ante la ley de todos los habitantes del suelo argentino,  el reconocimiento de la igualdad de derechos a quienes están en igualdad de condiciones y circunstancias, y la necesidad de garantizar que los beneficios jubilatorios lleguen a manos de sus beneficiarios, es preciso modificar el texto del Decreto Ley 9650/80 adaptándola al texto de la Ley Nacional 24.241. 
Por las razones expuestas, solicito a mis pares legisladores acompañen con su voto el presente proyecto de ley.
